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Sr. S. de Vega, presidente  
 

La Sección Primera del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, 
reunida en Zamora el día 27 de 
agosto de 2025, con asistencia de 
los miembros que se expresan al 
margen, emitió, por unanimidad, el 
siguiente dictamen: 
 
 

Sr. Ramos Antón, consejero y 
ponente 
Sra. Ares González, consejera 
Sr. Herrera Campo, consejero  
 
Sr. Píriz Urueña, secretario 
 
 
 

DICTAMEN 318/2025 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 22 de julio de 2025 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el expediente de resolución del contrato 
de obras de reparación de cubierta del pabellón multifuncional, suscrito entre 
del Ayuntamiento de xxxx y qqqq, S.L. 

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite el 24 de julio de 2025, se 

procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 318/2024, iniciándose el cómputo del plazo para 
la emisión del dictamen, tal como dispone el artículo 52 del Reglamento de 
Organización y Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
aprobado por resolución de 5 de febrero de 2014 de la Mesa de las Cortes de 
Castilla y León. Turnado por el presidente del Consejo, correspondió su 
ponencia al consejero Sr. Ramos Antón. 

 
Primero.- El 7 de marzo de 2024 se formaliza el contrato de obras de 

reparación de la cubierta del pabellón multifuncional, entre el Ayuntamiento 
de xxxx y qqqq S.L. 
 

La cláusula quinta del contrato señala que el plazo de ejecución será de 
un mes desde el día siguiente a la firma del acta de comprobación de replanteo 
de la obra. 
 

Segundo.- El acta de comprobación del replanteo se firma el 2 de mayo 
de 2024. La obra debía finalizar el 3 de junio de 2024. 
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Tercero.- Aunque las obras fueron ejecutadas en su mayor parte en 
mayo de 2024, el Ayuntamiento no recibe la obra ni efectúa la liquidación del 
contrato pues considera que la obra no está acabada y rematada. Por correo 
electrónico -de fecha 24 de junio de 2024- se pone en conocimiento de la 
empresa el mencionado incumplimiento.  
 

Cuarto.- En marzo de 2025, como consecuencia del estado inacabado 
de la obra, los bomberos del municipio tienen que actuar de emergencia por 
el desprendimiento de parte de la cubierta. 

 
Quinto.- El 17 de marzo de 2025 la concejala de Hacienda, Patrimonio 

y Contratación acuerda la incoación del procedimiento de resolución del 
contrato por la demora en el cumplimiento del plazo por parte del contratista. 

 
Sexto.- Concedido trámite de audiencia a la contratista, el 12 de abril de 

2025 presenta alegaciones en las que se opone a la resolución contractual. 
También se da audiencia a la aseguradora que constituyó el seguro de caución, 
sin que presente alegaciones. 

 
Séptimo.- El 5 de mayo de 2025 la dirección de obra emite informe 

sobre las alegaciones presentadas. El 21 de mayo emite informe 
complementario. 

 
Octavo.- El 22 de julio de 2025 la concejala delegada de Contratación y 

Patrimonio, a la vista del informe jurídico y de la Intervención, formula 
propuesta de resolución del contrato por las causas expresadas en el acuerdo 
de inicio. Prevé, además, incautación de la garantía e indemnización por daños 
y perjuicios. 
 
 

En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 
Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

I 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.i),3º de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo a la Sección Primera emitir el 
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dictamen según lo establecido en el apartado tercero, 1.e), del Acuerdo de 6 
de marzo de 2014 del Pleno del Consejo Consultivo de Castilla y León, por el 
que se determina la composición y competencias de las Secciones. 

 
2ª.- El procedimiento de resolución contractual se regula en el artículo 

191 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público 
(LCSP), relativo al “Procedimiento de ejercicio”, que establece como trámites 
preceptivos la audiencia al contratista y, cuando se formule oposición por parte 
de éste, el dictamen del Consejo de Estado u órgano consultivo equivalente 
de la Comunidad Autónoma respectiva. En el mismo sentido se pronuncia el 
artículo 195.1 de la LCSP para el supuesto específico de “Resolución por 
demora y ampliación del plazo de ejecución de los contratos”. 
 

Por su parte, el artículo 109.1.b) del Reglamento General de la Ley de 
Contratos de las Administraciones Públicas (RGLCAP) exige la audiencia al 
avalista o asegurador cuando se propone la incautación de la garantía. 
Trámites que, tal y como se ha expuesto en los antecedentes de hecho, se 
han cumplido en este supuesto. 
 

La competencia para acordar la resolución del contrato y determinar sus 
efectos corresponde al órgano de contratación, de acuerdo con los artículos 
190 y 212 de la LCSP y 109 del RGLCAP. 
 

Finalmente, a la vista de las fechas del inicio del procedimiento y de la 
propuesta de resolución, cabe concluir que se respeta el plazo máximo de 
duración del procedimiento de resolución del contrato y no se ha producido la 
caducidad del mismo.  
 

3ª.- El expediente sometido a consulta versa sobre la resolución del 
contrato de reparación de cubierta del pabellón multifuncional, suscrito entre 
el Ayuntamiento de xxxx y qqqq S.L. 

 
El debate de fondo se centra, en primer lugar, en el análisis de la 

concurrencia de la causa de resolución del contrato prevista en el artículo 
211.1.d) de la LCSP, esto es, “La demora en el cumplimiento de los plazos 
por parte del contratista”. 
 

El mismo precepto considera también como causa de resolución, “En 
todo caso, el retraso injustificado sobre el plan de trabajos establecido en el 
pliego o en el contrato, en cualquier actividad, por un plazo superior a un tercio 
del plazo de duración inicial del contrato, incluidas las posibles prórrogas”. 
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En relación con este precepto debe traerse a colación el artículo 193.1 

de la LCSP, que dispone que “El contratista está obligado a cumplir el contrato 
dentro del plazo total fijado para la realización del mismo, así como de los 
plazos parciales señalados para su ejecución sucesiva”. El apartado 3 del 
mismo artículo faculta a la Administración para optar entre la resolución del 
contrato o la imposición de penalidades diarias en la proporción de 0,60 euros 
por cada 1.000 euros del precio del contrato (IVA excluido), “Cuando el 
contratista, por causas imputables al mismo, hubiere incurrido en demora 
respecto al incumplimiento del plazo total”. A su vez, el apartado 4 del precepto 
determina que “Cada vez que las penalidades por demora alcancen un múltiplo 
del 5 por 100 del precio del contrato, IVA excluido, el órgano de contratación 
estará facultado para proceder a la resolución del mismo o acordar la 
continuidad de su ejecución con imposición de nuevas penalidades”. 
 

Según reiterada jurisprudencia “el contrato de obras es típicamente un 
contrato de resultado. De ahí que tanto la Ley como el Reglamento, al 
desarrollar la ejecución de este contrato, hagan hincapié en los preceptos 
mencionados para resaltar la obligación del contratista de cumplir tanto los 
plazos parciales fijados para la ejecución sucesiva, como el general o final para 
su total realización. Ítem más, para la constitución en mora del contratista no 
se requiere interpelación o intimación previa por parte de la Administración; 
hasta tal punto que una racional presunción de incumplimiento del plazo final, 
deducido de la conducta del contratista en el desarrollo de la obra permite a 
la Administración optar por la resolución del contrato” (entre otras, sentencias 
del Tribunal Supremo de 20 de marzo de 1989, 14 de julio de 1986, y 12 de 
marzo de 1992). 

 
En este supuesto, el contrato en que se formaliza la adjudicación señala 

en su cláusula octava que “Serán causas de resolución del contrato las previstas 
en la cláusula 30 del PCAP”. Por su parte, la cláusula 26 del PCAP, con base 
en el artículo 210 LCSP, considera que el contrato se entenderá cumplido por 
el contratista cuando este haya realizado, de acuerdo con los términos del 
mismo y a satisfacción de la Administración, la totalidad de la prestación. Es 
entonces cuando se recibirá la obra. 

 
Así las cosas, conviene analizar el desarrollo que ha seguido la ejecución 

del contrato con el objeto de dilucidar si concurre la causa de resolución 
contractual que invoca la Administración. 

 
En este sentido, a la vista de los informes contenidos en el expediente, 
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el acta de comprobación del replanteo se firma el 2 de mayo de 2024. Teniendo 
en cuenta que, conforme a su cláusula quinta, el plazo de duración del contrato 
era de un mes a partir de la fecha de comprobación del replanteo, la obra 
debería haber finalizado el 3 de junio de 2024. En el informe emitido por la 
directora de obra el 5 de mayo de 2025 se detallan las actuaciones seguidas 
en el contrato:  

 
“Tal y como quedó reflejado en el correo remitido por mi persona 

como Dirección facultativa de las obras con fecha 24-06-2024 las obras no 
podían darse por terminadas, no procediendo realizar liquidación de las 
mismas, sino una certificación 1, por existir fallos de ejecución. Las obras no 
fueron recepcionadas y no consta Acta de recepción al respecto. 

 
»Estamos hablando de unas obras de reparación que han sido 

objeto de “obras de emergencia” dado el peligro que ha supuesto su no 
ejecución en tiempo y forma, y conllevando peligro tanto para la seguridad de 
personas como daños en bienes. 

 
»La necesidad de ejecución de estas obras fue comunicado al 

contratista, sin que a día de hoy, ni siquiera se haya molestado en venir a 
verlas y mucho menos en proceder a su reparación”. 

 
Por consiguiente, la prueba que obra en el expediente acredita que, en 

la fecha en la que debía haberse ejecutado la totalidad de la obra -3 de junio 
de 2024-, ésta no estaba terminada. Este hecho, además de un incumplimiento 
objetivo del plazo, provocó la necesidad de tener que intervenir de emergencia 
en la obra inacabada para evitar posibles daños a personas y bienes.  
 

Los argumentos expuestos por la contratista en su escrito de oposición 
a la resolución no enervan la realidad del incumplimiento. En concreto, el 
contratista alega en síntesis: 

 
- Que la obra se acabó y remató en plazo y, por tanto, es la 

Administración la que le debe de abonar a él la totalidad de la obra. 
 
- Que si la Administración considera que hay partidas sin ejecutar, 

se lo tendría que haber comunicado por escrito en su momento. 
 
- Que, si no se lo comunicó de esa forma, debería haber 

procedido a hacerlo en un acta de recepción negativa de las obras, dándole 
instrucciones precisas y un plazo para subsanarlo.  
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- Que ni solicitó una ampliación de plazo ni la Administración se 

lo ha notificado, de modo que la obra ya finalizó y no se puede hablar diez 
meses después, de incumplimiento de contrato.  

 
- Que lo que supuestamente queda por realizar de la obra son 

pequeñas actuaciones no descritas adecuadamente ni valoradas en el proyecto 
licitado. 

 
- Que no está de acuerdo con la actuación de emergencia que 

se tuvo que realizar en la cubierta y cuya factura le remitió la Administración. 
Factura con la que tampoco está de acuerdo por excesiva. 

 
- Que, a pesar de decir que la obra no está terminada, ha sido 

puesta a disposición de todos los ciudadanos todo ese tiempo y se han realizado 
las actividades normales de ese pabellón. 
 

El informe de la dirección facultativa de las obras de 21 de mayo de 
2025 da respuesta a las mismas. En él se ratifica en que la obra no se 
encuentra acabada ni rematada y que así se les indicó por escrito mediante 
correo electrónico de fecha 24 de junio de 2024. En ese correo, la arquitecta 
municipal y directora facultativa de la obra indica a la empresa contratista de 
las deficiencias de ejecución a corregir, adjuntando además fotografías con los 
fallos de ejecución. Indica expresamente que se remite por correo electrónico 
para poder incorporar dichas fotografías mediante archivos digitales.  

 
Por otra parte, el informe considera que, al no haber hecho caso de las 

mismas, la contratista ha abandonado una obra en estado inacabado, por lo 
que, al no estar terminada, no procede la recepción de la misma. Recalca que 
todas las actuaciones que quedan por realizar están contempladas en el 
proyecto firmado por ambas partes en el acta de replanteo de 2 de mayo de 
2024, por lo que la contratista no puede alegar desconocimiento o disconformidad 
con su contenido.  

 
Continúa el informe diciendo que, en lo relativo a las obras de 

emergencia, la no realización de las obras en tiempo y forma conllevó dos 
intervenciones de emergencia a principios del mes de marzo de 2025, incluso 
con auxilio de los bomberos para retirar varias piezas de ambos laterales. 
Pone de manifiesto que, aunque al contratista se le comunicó en ambas 
ocasiones los desprendimientos, nunca se ha personado para su reparación. 
En cuanto al coste de estas intervenciones, el informe le recuerda al 



7 

  

 

contratista lo que supone el coste de una actuación puntual de esa entidad 
(desplazamiento de máquinas, medios auxiliares y profesionales), fuera del 
coste de la totalidad de una obra.  

 
Por último, en respuesta a la última alegación, indica el informe que, 

“dado que las obras consistían en una colocación de una chapa sobre la 
cubierta existente, el pabellón ha permanecido abierto al público salvo lo 
estrictamente necesario para evitar el uso de la pista las horas en que los 
trabajadores estaban trabajando y la zona acotada exteriormente para 
facilitar el movimiento de las máquinas. El hecho incontestable es que de 
haberse ejecutado correcta y completamente las obras por parte de la 
empresa contratista no hubiera sido precisa la intervención del servicio de 
emergencias de bomberos y la necesidad de urgente aseguramiento y 
reparación de los elementos desprendidos con grave riesgo para la integridad 
de personas y bienes, que hubieran dado lugar a una evidente responsabilidad 
patrimonial contra la Administración”. 
 

En consecuencia, el relato de los hechos avala el incumplimiento de la 
ejecución de las obras en el plazo fijado en el contrato, por causa imputable a 
la empresa contratista. Además, desvirtúa la indefensión alegada por la 
contratista en lo que se refiere a la falta de requerimientos del Ayuntamiento 
para finalizar la obra.  

 
De acuerdo con las consideraciones anteriores, una vez transcurrido el 

término previsto en el contrato para su realización, el mismo estaría incurso 
en la invocada causa de resolución puesto que, como señaló el Consejo de 
Estado en su Dictamen 912/1997, de 27 de febrero, “(…) el simple vencimiento 
de los plazos sin que la prestación del contratista esté realizada implica ipso 
iure la calificación de incumplimiento, pues el contrato administrativo tiene 
como elemento característico ser un negocio a plazo fijo, en el que el tiempo 
constituye una condición esencial”. 

 
Sobre esta causa resolutoria existe una reiterada doctrina jurisprudencial 

(entre otras, sentencia del Tribunal Supremo de 10 de marzo de 1999) y del 
Consejo de Estado, en el sentido de que no basta cualquier incumplimiento 
contractual para que se produzca el efecto resolutivo, sino que ha de traducirse 
en una valoración del incumplimiento grave y de naturaleza sustancial del 
contrato, al ser la resolución la consecuencia más grave que puede derivarse 
de esta circunstancia. En este caso, la propuesta de resolución, en base a los 
informes técnicos, considera el incumplimiento del contratista como culpable, 
ya que no se trata de un “simple retraso”, sino de un incumplimiento a él 
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imputable por su pasividad culposa o negligente.  
 

En definitiva, a la vista de las consideraciones expuestas, cabe concluir 
que resulta procedente la resolución del contrato al amparo del artículo 211.1, 
letras d) de la LCSP. 
 

4ª.- Con carácter general, el incumplimiento culpable del contratista 
provoca, como efecto de la resolución, la incautación de la garantía 
constituida, en los términos previstos en el artículo 110.d) de la LCSP, y la 
indemnización de los daños y perjuicios que hayan podido ocasionarse a la 
Administración contratante por la actuación del contratista, en lo que exceda 
de dicha garantía, de conformidad con el artículo 213.3 de la LCSP. Todo ello 
sin perjuicio de la liquidación de la obra ejecutada que proceda conforme al 
artículo 246.1 de la LCSP: “La resolución del contrato dará lugar a la 
comprobación, medición y liquidación de las obras realizadas con arreglo al 
proyecto, fijando los saldos pertinentes a favor o en contra del contratista 
(…)”. 

 
El mencionado artículo 213.3 de la LCSP ha de ponerse en relación con 

el 113 del RGLCAP, que dispone que “En los casos de resolución por 
incumplimiento culpable del contratista, la determinación de los daños y 
perjuicios que deba indemnizar éste se llevará a cabo por el órgano de 
contratación en decisión motivada previa audiencia del mismo, atendiendo, 
entre otros factores, al retraso que implique para la inversión proyectada y a 
los mayores gastos que ocasione a la Administración”. 
 

Para su fijación, si procede, deberá tenerse en cuenta la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo, que ya en sentencia de 9 de diciembre de 1980 declaró 
que “(…) debiendo tenerse presente en esta materia de indemnización de daños 
y perjuicios la constante jurisprudencia que exige al que pretende hacer 
efectivo tal derecho que acredite la existencia real y efectiva de los daños, 
pues sólo podrán ser tomados en consideración aquellos perjuicios efectivos 
sufridos que estén suficientemente demostrados por cálculos obtenidos de 
datos fundados en valores reales y no meramente hipotéticos de resultados 
posibles pero no seguros”. 
 

En atención a las circunstancias que puedan afectar a la financiación 
del contrato, cabe citar finalmente, el Dictamen 1.450/2003, de 26 de junio, 
del Consejo de Estado, según el cual “Para la concreta determinación de los 
daños y perjuicios, sin embargo, deberá incoarse un expediente contradictorio 
con audiencia al contratista a fin de que se individualicen los daños sufridos 
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por el Ayuntamiento con cuantificación de los correspondientes perjuicios, 
incluyendo como partidas computables las subvenciones que la Entidad Local 
Menor haya podido perder como consecuencia de los retrasos imputables al 
contratista en la ejecución de las obras”. 
 
 

III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Procede resolver el contrato de obras de reparación de cubierta del 
pabellón multifuncional, suscrito entre del Ayuntamiento de xxxx y qqqq, S.L. 

 
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado. 
 


